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deuda pública


	Objetivo:

	· Mantener la disciplina de las finanzas públicas del estado en materia de endeudamiento y promover el financiamiento de proyectos estatales y municipales.

	Estrategias:

	· Crear una unidad que promueva la generación de proyectos de inversión con alto impacto productivo y social.


POLITICA DE DEUDA PÚBLICA

La deuda pública es una de las principales herramientas de los gobiernos para la obtención de recursos financieros adicionales para el desarrollo económico y social. En las comunidades con organización federal, como la mexicana, existen aparatos institucionales diseñados para procurar que el uso del instrumento por parte de los gobiernos locales se realice de manera disciplinada y productiva. En este sentido, la Constitución estipula obligaciones en cuanto al origen y el destino del endeudamiento, a partir de las cuales las entidades federativas llevan a cabo sus legislaciones; luego de un incremento generalizado en las cifras de endeudamiento de los estados y municipios, vinculados con acusaciones de corrupción y manejo indebido de recursos, se aprobó una reforma constitucional que incluye una Ley de Disciplina Financiera para las Entidades Federativas y los Municipios, al respecto se establece un Registro Público Único de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que tiene por objeto documentar los financiamientos adquiridos por los gobiernos locales.
En un ambiente macroeconómico mundial de incertidumbre y volatilidad, teniendo como premisa el mantener la disciplina en las finanzas públicas, a través de un programa de austeridad y eficiencia en el gasto público, se han establecido políticas para la hacienda pública estatal que permitirán sustentar fuentes de ingreso estables y permanentes, así como un gasto público austero y basado en resultados.
Con la publicación y entrada en vigor de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios el 27 de abril de 2016, se establecieron criterios de mayor transparencia en el uso del financiamiento de los gobiernos locales entre los que destacan: 
a) Nuevas reglas de disciplina financiera que contemplan mecanismos de equilibrio presupuestario y de distribución de ingresos excedentes;
b) Un sistema de alertas, el cual mide los niveles de endeudamiento, del servicio de la deuda y las condiciones de liquidez de las entidades federativas, los municipios y sus entes públicos, y
c) Un Registro Público Único que permite la inscripción de la totalidad de las obligaciones de los gobiernos locales. De ahí la importancia de presentar este reporte trimestral que muestra de manera sencilla la situación actual que guarda la deuda de entidades federativas, municipios y sus entes públicos (deuda subnacional).
La deuda del Gobierno Federal comprende las obligaciones de los poderes Legislativo y Judicial, las dependencias del Poder Ejecutivo Federal y sus órganos desconcentrados, así como las obligaciones contraídas por entidades que formaron parte de la Administración Pública Federal paraestatal y que fueron transformadas en órganos autónomos, en particular, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), y el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT). 
Por su parte, la deuda del Sector Público está integrada por la deuda del Gobierno Federal más las obligaciones de las entidades de control presupuestario directo, de las Empresas Productivas del Estado y sus subsidiarias, y de la banca de desarrollo. Finalmente, el SHRFSP está integrado por la deuda del Sector Público Presupuestario más las obligaciones que, por diversos ordenamientos jurídicos y prácticas presupuestarias, no se incluyen en la deuda pública. En particular, el SHRFSP incluye las obligaciones financieras netas del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB) y el programa de apoyo a deudores, las obligaciones de los Pidiregas, las obligaciones derivadas del entonces Fideicomiso de Apoyo para el Rescate de Autopistas Concesionadas (FARAC), hoy Fondo Nacional de Infraestructura (Fonadin); y el patrimonio de las Instituciones de Fomento.
Durante el mes de diciembre se dio a conocer el Plan Anual de Financiamiento (PAF) para 2022. El PAF presentó, como cada año, los principales elementos de la Política de Deuda Pública del Gobierno Federal y de las entidades que son emisoras recurrentes del sector público. 
El Plan Anual de Financiamiento (PAF) para el ejercicio 2022, retoma la intención del Gobierno Federal de priorizar la colocación en el mercado local, como elemento principal de la política de financiamiento, al mismo tiempo que se continúa con el desarrollo del mercado de instrumentos vinculados con los criterios ASG (Ambiental, Social y de Gobernanza), tanto en el mercado local como externo. Adicionalmente, se tienen los objetivos específicos enfocados de ampliar la base de inversionistas y promover la liquidez de todas las curvas de rendimientos soberanas, en un marco de transparencia y rendición de cuentas.

Se incluye, por primera vez un apartado de Política de Gestión de Activos y Pasivos del Gobierno Federal, que alinea los objetivos y acciones de la Política de Deuda con una visión integral de balance, para robustecer la posición financiera del Sector Público mediante la gestión de riesgos, y la optimización del costo de acarreo para el Gobierno Federal. 
Además, se evalúan los resultados y efectividad de la Política de Deuda durante 2021, incluyendo las operaciones de financiamiento, las acciones enfocadas en el manejo de pasivos, la gestión de riesgos del Gobierno Federal y finalmente los esfuerzos que desde el Gobierno Federal se han llevado a cabo para fomentar una mayor participación del mercado en instrumentos alineados a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), incluyendo la publicación del primer Reporte de Asignación e Impacto.
El PAF 2022 se elabora en el marco de lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2019-2024, que plantea el objetivo de lograr un desarrollo económico incluyente, que genere bienestar para la población y fomente la justicia social, con políticas, estrategias y acciones que tengan como principios rectores la austeridad, la honestidad y el combate a la corrupción. 
De enero a junio de 2022, el costo financiero del sector público fue 387.3 miles de millones de pesos, lo que representa una cifra menor a la programada en 6.7 miles de millones de pesos. La relación deuda a PIB se ubicó en un nivel de 45.7%, favorecido por la estrategia activa del Gobierno de México de refinanciar sus pasivos tanto en los mercados internacionales como en los locales. A pesar de los incrementos que han observado las tasas de interés en México y en general a nivel mundial, el costo financiero de la deuda se ubicó por debajo del programado.
Para el segundo trimestre del año, la estrategia del Gobierno de México continuó siendo trabajar de forma eficiente en el manejo de pasivos para mejorar el perfil de vencimientos del portafolio de deuda, permanecer activo en la búsqueda de ventanas de oportunidad en los mercados financieros con el objetivo de satisfacer las necesidades de financiamiento al menor costo y riesgo posible, y ser flexible para adaptar la estrategia de financiamiento ante las condiciones prevalecientes en el entorno económico. Como reconocimiento a la conducción de la deuda pública, el Gobierno de México recibió el 25 de abril de 2022 el premio “Bono Nicho de Mercado”, otorgado por la revista International Financing Review, en el marco de la operación realizada en 2021 en el mercado Formosa. La última vez que México obtuvo este reconocimiento fue en 2010. 
En el mercado interno, el 27 de abril, se ejecutó una operación de refinanciamiento a través de una permuta de valores gubernamentales. Ésta se concretó a través de una compra de valores gubernamentales, Bonos M y Udibonos, con vencimientos entre 2022 y 2029, y una posterior subasta de colocación de instrumentos, Cetes, Bonos M y Udibonos con vencimientos entre 2023 y 2047, por un monto de 87 mil 348 millones de pesos. Esta operación logró mejorar el perfil de vencimientos del portafolio de deuda del Gobierno Federal y permitir que los tenedores de deuda reconfiguraran sus portafolios. Asimismo, el 2 de mayo se concretó la primera operación sindicada alineada a criterios Ambientales, Sociales y de Gobierno Corporativo (ASG) de referencia de Bondes G, por un monto de 20 mil millones de pesos a un plazo de 2 y 6 años. El objetivo fue fortalecer el desarrollo del mercado de deuda sostenible, en cumplimiento a la Agenda 2030 de las Naciones Unidas, al igual que fomentar la adopción y el uso de la nueva tasa de referencia TIIE de Fondeo. Es importante mencionar que, con el propósito de contribuir a la transición ordenada de los Bondes D hacia los nuevos Bondes F, y otorgar liquidez a la curva de rendimientos de estos instrumentos, el 11 de mayo se llevó a cabo una permuta de valores gubernamentales de libros cruzados por un monto de 147 mil 310 millones de pesos. El objetivo de esta operación fue incrementar el volumen del nuevo instrumento Bondes F y permitir a los tenedores de Bondes D actualizar su portafolio de inversiones. 
Para el 19 de mayo, se realizó una permuta de valores gubernamentales por un monto de 52 mil 897 millones de pesos con el objetivo de recolocar deuda para mejorar el perfil de vencimiento para este año. Se intercambiaron Bonos M y Udibonos con vencimientos entre 2022 y 2025, por Cetes, Bonos M, Udibonos y Bondes F con vencimientos entre 2023 y 2047, mejorando así el perfil de vencimiento. Para el 29 de junio, se emitió una subasta sindicada Bono M, por un monto de 12 mil 500 millones de pesos, a un plazo de 30 años y un cupón de 8.00%, con vencimiento en 2053. 
Como complemento de esta operación, también se llevó a cabo el mismo día, una permuta cruzada por un monto de 11 mil 293 millones de pesos, esto para permitira los inversionistas intercambiar sus Bonos M con vencimiento entre 2026 y 2047 por la nueva referencia de 30 años. Referente al mercado externo y en consecución con los lineamientos planteados en el Plan Anual de Financiamiento 2022 de mantener el financiamiento externo como una fuente estratégica y complementaria al interno, no se concretaron operaciones de emisión y refinanciamiento con el propósito de optimizar el portafolio de deuda del Gobierno Federal.

Al cierre del segundo trimestre de 2022, la deuda neta del Gobierno Federal se ubicó en 10 billones 661 mil 871.6 millones de pesos. La estructura del portafolio actual de la deuda mantiene la mayor parte de sus pasivos denominados en moneda nacional, representando, al 30 de junio de 2022, el 79.0% del saldo de la deuda neta del Gobierno Federal.
Al cierre del segundo trimestre de 2022, el saldo de la deuda interna neta del Gobierno Federal ascendió a 8 billones 418 mil 778.9 millones de pesos. La variación del saldo de la deuda interna respecto del cierre de 2021 fue el resultado de: i) un endeudamiento interno neto por 545 mil 952.7 millones de pesos; ii) un incremento en las disponibilidades del Gobierno Federal por 295 mil 857.6 millones de pesos; y, iii) ajustes contables positivos por 94 mil 273.6 millones de pesos, derivados del efecto inflacionario de la deuda interna indizada y del ajuste por las operaciones de permuta de deuda. Esta evolución es congruente con el techo de endeudamiento interno neto aprobado por el H. Congreso de la Unión para 2022.
Respecto del perfil de amortizaciones de la deuda interna del Gobierno Federal, de acuerdo con su saldo contractual registrado al 30 de junio de 2022, se espera que las amortizaciones alcancen un monto de 814 mil 148.3 millones de pesos durante el resto del año (julio a diciembre de 2022). Del total de amortizaciones, 144 mil 38.4 millones de pesos sin incluir Cetes, la mayor parte se encuentran asociadas a los vencimientos de valores gubernamentales, cuyo refinanciamiento se realizará a través del programa de subastas que lleva a cabo el Gobierno Federal.
Al cierre del segundo trimestre de 2022, el saldo de la deuda externa neta del Gobierno Federal fue de 112 mil 240.5 millones de dólares. La evolución de la deuda externa neta del Gobierno Federal durante el periodo enero a junio de 2022 fue resultado de los siguientes factores: 
( Endeudamiento externo neto de 3 mil 549.6 millones de dólares, derivado de disposiciones por 7 mil 702.8 millones de dólares y amortizaciones por 4 mil 153.2 millones de dólares. 
( Incremento de los activos internacionales del Gobierno Federal asociados a la deuda externa por 843.1 millones de dólares con respecto al cierre de 2021. Este cambio se debe a la variación en el saldo neto denominado en dólares de la Cuenta General de la Tesorería de la Federación. 
( Ajustes contables negativos por 3 mil 210.5 millones de dólares, derivados de la variación del dólar con respecto a otras monedas en las que se encuentra contratada la deuda y de ajustes por operaciones de manejo de deuda.
Respecto del perfil de amortizaciones de la deuda externa del Gobierno Federal, con base en su saldo contractual al 30 de junio de 2022, las amortizaciones durante el resto del año (julio a diciembre de 2022) serán por 1 mil 591.4 millones de dólares, los cuales se encuentran asociados, principalmente, a los vencimientos de emisiones de bonos en los mercados internacionales de capital.
Durante el segundo trimestre de 2022, no se recurrió a realizar operaciones de colocación de bonos en los mercados financieros internacionales. La SHCP reafirma su compromiso de mantener finanzas públicas sanas, utilizando el endeudamiento externo de manera estratégica y como una fuente complementaria de financiamiento siempre y cuando se alcancen condiciones favorables de costo, monto y plazo, como se estableció en el Plan Anual de Financiamiento 2022.
Durante el segundo trimestre de 2022, el Gobierno Federal realizó erogaciones por concepto de costo financiero neto total de su deuda por 202 mil 444.8 millones de pesos (Ramo 24), con lo cual, el total de pagos durante el primer semestre de 2022 por dicho concepto ascendió a 298 mil 371.3 millones de pesos. Esta cifra comprende erogaciones por 261 mil 596.6 millones de pesos para el pago de intereses y gastos asociados a la deuda interna, la cual incluye un monto de 3 mil 245.3 millones de pesos para el pago anticipado de intereses derivados del intercambio de deuda a través de las operaciones de permuta de deuda, así como erogaciones por un monto de 2 mil 438.9 millones de dólares para cubrir el pago por concepto de intereses, comisiones y gastos asociados a la deuda externa.
Adicionalmente, durante el segundo trimestre de 2022, el Gobierno Federal realizó erogaciones para los Programas de Apoyo a Ahorradores y Deudores de la Banca (Ramo 34) por un monto de 7 mil 700 millones de pesos, por lo que, el total pagado por este concepto en el periodo de enero a junio de 2022 fue de 15 mil 415.4 millones de pesos. Estos recursos se destinaron al Programa de Apoyo a Ahorradores a través del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario.
Al cierre del segundo trimestre de 2022, el monto de la deuda neta del Sector Público Federal (Gobierno Federal, Empresas Productivas del Estado y la banca de desarrollo), se situó en 13 billones 259 mil 989.8 millones de pesos. El SHRFSP representa el acervo neto de las obligaciones contraídas para alcanzar los objetivos de las políticas públicas, tanto de las entidades adscritas al Sector Público como de las entidades privadas que actúan por cuenta del Gobierno Federal. Es decir, pasivos menos activos financieros disponibles, por concesión de préstamos y por fondos para la amortización de la deuda como reflejo de la trayectoria anual observada a lo largo del tiempo de los RFSP. El SHRFSP agrupa la deuda neta del Sector Público presupuestario (Gobierno Federal y Entidades de control directo), las obligaciones netas del IPAB, los pasivos del Fonadin, los asociados a los Pidiregas y los correspondientes a los Programas de Apoyo a Deudores, así como el cambio en la situación patrimonial de las Instituciones de Fomento, y constituye la medida más amplia de deuda pública.
Al cierre del segundo trimestre de 2022, el SHRFSP, el cual incluye las obligaciones del Sector Público en su versión más amplia, se ubicó en 13 billones 249 mil 507.4 millones de pesos. El efecto por tipo de cambio representó una disminución de 1.0% respecto al SHRFSP al cierre de 2021, mientras que el efecto de endeudamiento representó un aumento 2.1% respecto al SHRFSP al cierre de 2021. Así, el componente interno se ubicó en 9 billones 8 mil 325.3 millones de pesos y el componente externo fue de 212 mil 221.5 millones de dólares.
El IPAB tiene como objetivo hacer frente a sus obligaciones financieras, principalmente a través de operaciones de refinanciamiento, con el menor impacto posible sobre las finanzas públicas, conservando el saldo de sus pasivos en una trayectoria sostenible y, por lo tanto, manteniendo expectativas razonables para los mercados financieros sobre el manejo de su deuda. A fin de instrumentar la estrategia antes planteada, al igual que en los ejercicios fiscales de 2000 a 2021, el Ejecutivo Federal solicitó la asignación, en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2022, de los recursos necesarios para hacer frente al componente real proyectado de la deuda neta del IPAB (deuda bruta menos recursos líquidos), considerando para ello los ingresos propios esperados del Instituto, por concepto del 75.0% de las cuotas que se reciben de la banca múltiple y, en su caso, la recuperación de activos. Asimismo, en el artículo 2o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, el H. Congreso de la Unión otorgó al Instituto la facultad de contratar créditos o emitir valores con el único objeto de canjear o refinanciar exclusivamente sus obligaciones financieras, a fin de hacer frente a sus obligaciones de pago, otorgar liquidez a sus títulos y, en general, mejorar los términos y condiciones de sus obligaciones financieras.
Al cierre del segundo trimestre de 2022, el saldo de los activos totales del Instituto ascendió a 158 mil 792 millones de pesos, cifra que presentó un incremento de 3.02% en términos reales, respecto cierre de diciembre de 2021. Cabe destacar que, el saldo del Fondo de Protección al Ahorro Bancario al cierre del mes de junio de 2022 ascendió a 53 mil 353 millones de pesos, lo que significó un incremento nominal de 10.54% y de 6.25% en términos reales respecto de diciembre de 2021.
Con estricto apego a la facultad de refinanciamiento del Instituto establecida en el artículo 2o. antes referido y, conforme al programa de subastas dado a conocer al público inversionista, el 1 de abril de 2022, el Instituto colocó Bonos de Protección al Ahorro (BPAS o Bonos) a través del Banco de México como su agente financiero. Dado lo anterior, el IPAB colocó instrumentos por un monto nominal de 54 mil 616 millones de pesos, de los cuales 54 mil 600 millones de pesos corresponden a subastas primarias y 16 millones de pesos a asignaciones no competitivas a través de la plataforma de Cetesdirecto y amortizó emisiones primarias con un valor nominal de 46 mil 100 millones de pesos, con lo cual se presentó una descolocación neta de 8 mil 516 millones de pesos. Las operaciones de refinanciamiento efectuadas durante el segundo trimestre de 2022 contribuyeron con el objetivo estratégico del IPAB de hacer frente a sus obligaciones de pago de manera sustentable en el largo plazo.
El Gobierno del Estado de Tlaxcala mantiene el compromiso de no contraer deuda pública que pudiese comprometer las finanzas públicas en el corto y mediano plazo, aunado a las medidas de austeridad republicana implementadas por el Gobierno Federal, traduciéndose en un nivel de endeudamiento al cierre del ejercicio fiscal 2021 de $0.00, y al tercer trimestre del ejercicio 2022 se continúa con un saldo de $0.00 de endeudamiento, manteniendo las finanzas del Gobierno del Estado sanas.



